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B O S Q U E S


“Cuando los seres pierden su conexión con la naturaleza, con el cielo y la tierra, no saben ya cómo nutrir su ambiente, ni cómo gobernar su mundo, que es otra manera de decir lo mismo. Los seres humanos destruyen su ecología a la par que se destruyen unos a otros. Desde este punto de vista, sanar nuestra sociedad va de la mano con sanar nuestra conexión personal y elemental con el mundo fenomenal” 

CHÖYAM TRUNGPA. “Shambala. La senda sagrada del guerrero” Edit. RBA, España, 2002

“Los juristas” 

No hay ciencia donde no vaya la vida a las personas; y sin que se les vaya la vida intentando resolver sus temas.  

La ciencia exige amor a la verdad. Es muy difícil. Reclama sacrificios: incontables horas, meses, años; tiempo robado a otros tiempos. Nada fácil es digno de ser amado. …

No existen juristas sobresalientes, si por esto se entiende destacarse por encima de otros, a través de ventajas comparativas. Sobresalen los que salen de sí mismos y se entregan. No hay juristas sino por y para los justiciables. Los doctores en leyes humanas que no sienten la justicia son ignorantes; y, peor aún, inútiles, como una campana que no repica o una guitarra sin cuerdas. …
MATILDE ZAVALA DE GONZALEZ. Ex Vocal de la Cám. 8ª C.C. Cba. Extracto de palabras pronunciadas en Bs. As. el 21/04/04, en ocasión de presentar el “Código Civil y normas complementarias. Análisis doctrinario y jurisprudencial” (Alberto J. Bueres, dirección;  Elena I. Higton, coordinación; Ed. Hammurabi; José Luis Depalma, editor). 
  UNA APROXIMACIÓN A  LO QUE DEBERÍA CONTENER UNA  REGULACIÓN JURÍDICA DE LOS BOSQUES ARGENTINOS SIGUIENDO LAS RECOMENDACIONES DEL CONVENIO DE DIVERSIDAD BIOLÓGICA 
“En estas nuevas plantaciones madereras, no cantan los pájaros. Nada tienen que ver los bosques naturales aniquilados, que eran pueblos de árboles diferentes abrazados a su modo y manera, fuentes de vida diversa que sabiamente se multiplicaba a si misma, con estos ejércitos de árboles todos iguales, plantados como soldaditos en fila y destinados al servicio industrial”
EDUARDO GALEANO. Extracto de  "Úselo y tírelo. El mundo del fin del milenio visto desde una ecología latinoamericana"  Buenos Aires, Planeta, 1994 
I. 

El bosque es un ecosistema terrestre: 
Sobre un espacio de tierra firme, con unas características físicas determinadas, vive y se relaciona un conjunto de poblaciones de seres vivos, animales y vegetales. Los seres vivos constituyen los componentes bióticos de dicho ecosistema. Las características físicas y climáticas del espacio concreto, junto con el agua, el suelo y otros elementos no vivos, constituyen los componentes abióticos. Cada ser vivo ocupa un puesto y realiza una función, conocida con el nombre de “nicho ecológico”, en el conjunto del ecosistema bosque, y establece unas dependencias alimenticias con otros individuos, constituyéndose así las “cadenas o redes tróficas”
 
Los  bosques constituyen uno de los ecosistemas más valiosos del mundo. 
Contienen más del sesenta por ciento de la biodiversidad del planeta que, además de su valor intrínseco, tiene otros múltiples valores sociales y económicos: desde  importantes funciones ecológicas en términos de protección del suelo y de las cuencas, hasta el valor económico pecuniario y no pecuniario de los numerosos productos que pueden extraerse del bosque. 
Para muchos indígenas y pueblos que dependen de él, el bosque constituye su sustento; los abastece de plantas comestibles y medicinales, de carne de animales silvestres, frutas, refugio, fuego y varios otros productos, y en torno a él erigen sus valores culturales y espirituales. 
A escala mundial, los bosques desempeñan un papel crucial en la regulación del clima y constituyen uno de los principales sumideros de carbono del planeta. Su supervivencia, pues, impide el aumento del efecto invernadero. 
Las hectáreas de bosques que se pierden a resultas de la explotación industrial y agrícola acelera los problemas del ambiente, empeora el nivel de vida de muchos ciudadanos y reduce las opciones de crecimiento de gran número de países, entre ellos el nuestro. 
El modelo de explotación forestal dominante, basado en operaciones de madereo a escala industrial y en la promoción de monocultivos a costa de grandes espacios forestales destruye los bosques y las formas de sustento de los pueblos que habitan en ellos. 
II.

Todo está escrito, y muy hablado. 
Sin embargo, sin una auténtica y verdadera política de estado, sin la introducción de leyes congruentes con estos conocimientos, sin una justicia valiente que aplique con inmediatez las normas constitucionales y con la misma inmediatez desacredite las que no lo son, sin debidos controles administrativos, en definitiva,  sin mejoras a favor del ecosistema bosque tanto en la gestión del gobierno desde sus tres poderes como desde el discernimiento de los ciudadanos, seguimos marchando hacia el aumento de la pobreza y a la destrucción ambiental. 
¿Llegará la justicia ecológica -de modo corriente- para salvar bosques, parques y áreas naturales protegidos y territorios indígenas? 
¿Se dictará una ley nacional básica previa a una de presupuestos mínimos que declare estos ecosistemas como áreas prohibidas para las industrias extractivas, minería, madereo, oleoductos y plantaciones hasta tanto no se haga un relevamiento nacional y se los categorize, receptando así el principio precautorio de la Ley General del Ambiente? 
¿O seguirá creciendo el desarrollo sustentable sin controles ni equilibrios en nuestros bosques y parques nacionales, merced a normas confusas o desbordadas constitucionalmente, a políticas públicas incoherentes y a sentencias que llegan demasiado tarde? 






III. 

Siguiendo los lineamientos de Lucía María Asef expuestos en sus obras “Argumentación Jurídica y Semiosis Social” y “La interpretación de la ley y otros textos críticos de Teoría General”
  intento aproximarme a la función social del derecho como modo de introducción al tema de los “presupuestos mínimos”. 

La autora explica que en tanto se considere a la creación del derecho como una actividad científica dentro del área de las ciencias sociales, en el derecho aparecen, además de las dificultades propias de las ciencias sociales, dos obstáculos que reconocen estos orígenes: 
· la naturaleza del material sobre el que deben trabajar los juristas; 
· las posiciones siempre cercanas al ejercicio del poder dentro del Estado  en que se encuentran aquellos cuyo trabajo se vincula con las tareas jurídicas. 

Por lo tanto, tanto el discurso de la ley como el de los juristas es un discurso productor de sentido social,  es decir que está históricamente connotado y desde el punto de vista axiológico no es neutral.  Un sentido social que nace tanto de la tarea del legislador cuando crea la norma como la del intérprete cuando determina su significado y las aplica a las situaciones concretas. 

Los jueces son intérpretes “privilegiados” pero son intérpretes también los doctrinarios, los defensores, los litigantes, los fiscales y hasta los justiciables, cada uno en su nivel de especificidad. 

Para encontrar ese sentido social, la lingüística es, obviamente, una referencia imposible de ignorar, porque el derecho está predominantemente constituido por textos (leyes, cuerpos de leyes, sentencias). Pero lo jurídico no puede ser analizado únicamente desde lo textual, sino también desde la perspectiva social vinculada a la norma.

Frente a la claridad conceptual del discurso de la norma constitucional contenida en el art. 41 de la reforma de 1994  en ambos aspectos, textual y de sentido social, diez años de doctrina jurídica para dar significado a los presupuestos mínimos parecen demasiados, como si el paso progresivo de lo simple a lo complejo fuera una ilusión o un imposible. 

El dictado de normas ambientales básicas, de piso mínimo uniforme para todo el País, que la Constitución le manda a la Nación, es el medio que la norma refiere para lograr su propio fin y no el fin en sí mismo de la norma.  El apartado tercero  del art. 41 de la Constitución Nacional podría no haberse escrito y sin embargo, siguiendo la distribución de competencias normativas del régimen federal, las normas podían dictarse igualmente. 
No se pretende desvalorizar, con lo expuesto, los artículos sobre presupuestos mínimos, muchos de ellos imponderablemente desarrollados. Su lectura acabada me permitió comprender la cuestión constitucional que el tema encierra; cualquiera sea la posición constitucional del autor, todas han sido válidas al aprendizaje. Personalmente me seduce el análisis constitucional de Daniel A. Silva - “Distribución de competencias normativas y ejecutivas entre la Nación y las Provincias en materia ambiental” porque destaca la necesidad de “consenso” entre y Provincias y recuerda el principio fundacional de la Nación, receptado originariamente en la Constitución de 1953 y no modificado por las sucesivas reformas  incluyendo la última de 1994: 
“Las competencias de la Nación son la excepción; la regla general es que las competencias, las facultades y la jurisdicción natural sobre las cosas y las personas pertenecen a los gobiernos provinciales” 
El caso es que, hasta tanto se dictaron las primeras cuatro leyes de presupuestos mínimos, se pospusieron los fines del art. 41, es decir se pospuso lo genuinamente relevante, que vale la pena recordar: 
· que los habitantes de Argentina gocen de un ambiente sano, equilibrado y apto para el desarrollo humano; 
· que las actividades productivas sean sustentables; 
· que se proteja  el ambiente, y prioritariamente se lo recomponga si fue dañado.
·  Que las autoridades (de todo orden, nacionales, provinciales o locales) despachen las medidas necesarias para: 
· proteger este derecho ambiental, 
· usar racionalmente los recursos naturales, 
· resguardar el patrimonio artístico o cultural y también el natural,  
· mantener la diversidad biológica, 
· informar y educar en la materia 

· impedir el ingreso de residuos radiactivos o  peligrosos al país. 

IV.
La declaración de la Asamblea de Naciones Unidas, en su sesión especial de junio de 1997, expresó el valor que los bosques desempeñan en nuestra sociedad en estos términos: “La ordenación, la conservación y el desarrollo sostenible de todos los tipos de bosques son fundamentales para el desarrollo económico y social, la protección del medio ambiente y los sistemas sustentadores de la vida en el planeta. Los bosques son parte del desarrollo sostenible” 

Antes, el Convenio sobre Biodiversidad Biológica alcanzado durante la Cumbre de la Tierra de Río en 1992 ya había establecido como objetivos en su art. 1ro. 

· la conservación de la diversidad biológica, 
· la utilización sostenible de sus componentes 

· la participación justa y equitativa en los beneficios por la utilización de los recursos genéticos mediante la transferencia de tecnologías, 
· el acceso adecuado al derecho sobre esos recursos 
· la financiación adecuada

El Convenio sobre Biodiversidad Biológica se preocupó también por definir los conceptos de: 

· áreas protegidas, 
· biotecnología, 
· condiciones in situ y ex situ, 
· diversidad biológica, 
· ecosistema, 
· hábitat, 
· material y recursos genéticos, 
· etc. 

· y a la “utilización sostenible” como la utilización de componentes de la diversidad biológica de un modo y a un ritmo que no ocasione la disminución a largo plazo de la diversidad biológica. 
Por su parte, la Agenda 21 de la Cumbre de la Tierra de Río en 1992 dio las siguientes recomendaciones sobre los recursos forestales: 

· Una mejor administración de los bosques

· Expansión de los Parques Nacionales

· Protección de las plantaciones de árboles y las áreas de montaña

· Expansión de las zonas de repoblación forestal

· Prevención de los Incendios forestales

· Protección de las zonas verdes y parques de las ciudades

La ley 24.375 de 1994 ratificó este importante Convenio. Muy poco después la reforma Constitucional le dio rango constitucional a la preservación de la diversidad biológica no sólo en el Art. 41 sino a través del  reconocimiento supra legal que le dio a los tratados y convenios internacionales ratificados por ley. 

V.-

Con estos antecedentes y siguiéndose una política de consenso entre la Nación y las Provincias en cuanto a las competencias normativas, respetando las particularidades y los intereses de cada sector, sería conveniente que se elaboraran planes, estrategias y programas para la conservación y utilización sostenible de los bosques. 

La Ley Nacional 13.273 de Defensa de la riqueza forestal data del año 1948.  El contexto económico y social actual como el nuevo paradigma ambiental marcado por la globalización y las tendencias internacionales tienen muy poco que ver con las condiciones imperantes respectivas en el año 48 del siglo pasado. 

No se desconoce la difusa y algo escasa normativa nacional  en la  materia, expresada en Decretos del Poder Ejecutivo Nacional y  Resoluciones y Recomendaciones de la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación y del COFEMA, citando como ejemplo el Plan “Pro So Bo” y el Plan Nacional de Manejo del Fuego. Sin embargo, la protección de los ecosistemas forestales actuales del país no puede entenderse realizado con la normativa vigente.  

El Estado Nacional debería para definir cuánto antes una clara política ambiental sobre el ecosistema bosque.  En cuanto a los objetivos que debería cumplir la política ambiental nacional, ya se encuentran expresados en la Ley General del Ambiente Nº 25.675 en su artículo segundo. 

Los principios rectores de la política ambiental – de prevención, precautorio, de equidad intergeneracional, de progresividad, de responsabilidad, de subsidiariedad, de sustentabilidad, de solidaridad y de cooperación (art. 4ª) así como el principio de integración (art. 5º) - también se encuentran contenidos en dicha ley. Por lo tanto su reiteración en una norma marco sobre bosques podría resultar innecesaria. 

El nuevo marco legislativo regulador de los bosques, de presupuestos mínimos, debería estar orientado obviamente a la conservación, mejora y aprovechamiento de los ecosistemas bosques del país, en consonancia con la realidad social y económica actual. 

Debería ser un instrumento eficaz para garantizar la conservación de la diversidad biológica de los bosques y promover su restauración, mejora y racional aprovechamiento, teniendo en mira la conservación de la biodiversidad forestal, la cooperación entre las Administraciones y la participación de los sectores sociales y económicos interesados en la toma de decisiones sobre el medio forestal. 

Así, debería contener: 

i. Una definición ajustada del bien jurídico protegido evitando cualquier ambigüedad en torno a la definición del ecosistema bosque. 
ii. Un sistema de Catalogación, Identificación y Seguimiento de bosques, áreas protegidas, áreas especiales,  públicas y privadas,  hábitat, especies y comunidades amenazadas, y de genomas y genes de importancia social, científica o económica, poniendo a cargo de las provincias un Registro al respecto.
iii. La responsabilidad de los propietarios de los bosques privados por su gestión técnica y material, y los límites al derecho privado de los particulares sobre dichos ecosistemas en razón de  la función social de la propiedad, tratándose de materia jurídica de fondo, serían cuestiones reservadas exclusivamente a esta ley base, sin perjuicio de las competencias administrativas provinciales de seguimiento y control.

iv. La biopiratería debería ser eficazmente combatida a través de un capítulo penal. Definir los tipos penales evitando toda “ley penal en blanco”. 

Esta ley nacional uniforme de piso mínimo debería ordenar la complementación de la norma a las administraciones provinciales en base a las siguientes pautas: 
a. La responsabilidad y competencia en materia forestal de las administraciones provinciales, con incumbencia “intra” e “inter” provincial cuando estos recursos naturales se encuentran involucrados. 

b. La reglamentación de la utilización y la liberación de organismos vivos genéticamente modificados que pudieran poner en riesgo o afectar de cualquier modo la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica de los bosques. 
c. La prohibición de que se introduzcan y ordenar que se erradiquen en cuanto sea posible, especies exóticas que amenacen a ecosistemas, hábitat o especies. 
d. La adopción de medidas para la reintroducción en condiciones adecuadas de estas especies exóticas en su hábitat natural. 
e. La rehabilitación y restauración de los ecosistemas degradados y la protección y recuperación de especies y poblaciones amenazadas. 
f. La preservación de los conocimientos y las prácticas de comunidades indígenas y comunidades locales que entrañen estilos de vida tradicionales aptos para la conservación y desarrollo sostenible de los ecosistemas forestales.  
g. El fomento de la investigación científica y técnica que contribuya a la conservación y a la utilización sostenible de la diversidad biológica, y la implementación de los programas de educación y capacitación. 

h. La promoción, a través de los organismos pertinentes, de la educación y conciencia pública de comprensión de la importancia de la conservación de la diversidad biológica.

i. La exigencia de evaluación del impacto ambiental en los proyectos que pudieran afectar directa o indirectamente los ecosistemas forestales, teniendo en mira la reducción al mínimo del impacto negativo.  

j. El intercambio entre Nación y Provincias, y entre éstas entre sí, de tecnologías aptas para la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica, de información y la cooperación científica y técnicamente. 

k. El incentivo hacia sistemas de solución de controversias a través de la negociación, la mediación o los buenos oficios de una tercera parte, como proceso previo a toda instancia judicial. 

Lo expuesto surge del Convenio de Biodiversidad mismo. 
Básicamente, teniendo en cuenta los mandatos del art. 41 de la Constitución Nacional y de dicho Convenio, una ley de presupuestos mínimos sobre bosques debería importar una modificación sustancial de la ética colectiva a través de la equidad, la justicia y la racionalidad como pilares del desarrollo sustentable. 
� García Bona Luis Miguel “El Bosque. Cómo es. Cómo funciona”- Edit. Octaedro, Barcelona 1993


� En Salta, gobernador y legislatura -“autoridades” en el sentido del art. 41 C.N.-, quitaron la protección de área protegida a la Reserva Provincial de Pizarro -zona de transición entre la selva de las Yungas y el Chaco Semiárido, de 25.000 hectáreas de extensión y con gran diversidad de especies vegetales y animales- para que avanzara la frontera agropecuaria.  La Justicia salteña  –también “autoridad de gobierno”- no pudo impedir el avance implacable de la desertificación y la causa está en la Corte Suprema de la Nación. Repitieron la historia las autoridades de la provincia de Salta, tierra bendecida con las Yunglas (selvas montañosas subtropicales y contracara de la Puna argentina) CS, 2002/07/11 – Comunidad Indígena del Pueblo Wichi Hoktek T’Oi c. Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable. El fallo in extenso fue publicado en LLNOA 2002-1294. Puede verse el sumario con valiosa nota a fallo del Dr. José Esain, en La Ley Buenos Aires- 2004.-  


Pero como todo tiene su opuesto, ha brillado una luz en el camino en otro caso reciente: una jueza valiente de Entre Ríos ordenó al Gobierno de su provincia detener la tala de montes nativos en todo el territorio de esa provincia hasta que estudios de impacto ambiental establezcan las consecuencias de esas tareas. 





� editorial Juris, Rosario, 2003 y 2004.  





